JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLIN 

Medellín, veintiséis (26) de junio de dos mil trece (2013)
	REFERENCIA :
	

	RADICADO:
	05001 33 33 022 2012 00444 00

	ACCIÓN:
	REPARACION DIRECTA 

	DEMANDANTE:
	ALICIA RIOS QUINTERO Y OTROS. 

	DEMANDADO:
	MUNICIPIO DE BELLO Y OTROS.  

	ASUNTO:
	Resuelve solicitud


Mediante memorial allegado a la Oficina de Apoyo Judicial el día 21 de junio de 2013 la señora Rosa Elvira Peláez de Arcila, actuando en calidad de representante legal  de SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS S.C.S en ejercicio del derecho de petición solicita al Despacho que se le informen qué procesos se adelantan en contra de la sociedad en comento, número de radicado, demandante y estado de los mismos, señalando que por consulta directa se conoce del proceso de la referencia. 
En razón a lo anterior el Despacho pone de presente a la peticionaria que la Rama Judicial del Poder Público tiene implementado un completo sistema de gestión judicial electrónico y público, a través del cual las partes de un proceso pueden y deben, consultar la información relativa a las demandas que se instauran ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por lo que es en
el sistema de gestión judicial de los juzgados administrativos, donde puede consultar la siguiente información, entre la que se encuentra la solicitada en el derecho de petición: 

1- Número de radicado del proceso.

2- Demandante 

3- Demandado 

4- Despacho que conoce del proceso.

5- Última actuación. Tanto secretarial como del Despacho y los términos de las mismas. 

6-  Asunto a tratar. 

7- Historia del proceso, en la que se puede observar cada una de las etapas adelantadas en el proceso, tales como: la radicación del proceso, la admisión o inadmisión, notificaciones, apertura a pruebas, alegatos, sentencia, archivo del proceso.   

8- Sujetos procesales 

9- Información del proceso.

10- Cantidad de procesos por demandante. 
11- Cantidad de procesos por demandado. 

Debe anotar este Despacho que cuando se elevan solicitudes ante los jueces se debe aclarar si lo hace como parte, porque en dicho evento se eleva solicitud por cada proceso. En el presente caso, se advierte que no se está frente a un derecho de petición susceptible de acción de tutela, por lo que deberá someterse a los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo, y en su defecto el de Procedimiento Civil, para su resolución y con las condiciones y requisitos que allí se exigen.

Así lo ha indicado copiosa jurisprudencia de la Corte Constitucional:
 

“… Ahora bien, esta Corporación también ha sido enfática en señalar que a través del ejercicio del derecho de petición no pueden perseguirse determinados fines para los que el legislador ha establecido procedimientos y herramientas específicas, en razón de la necesidad de velar por el cumplimiento de funciones públicas distintas a las propiamente administrativas frente a las cuales se han consagrado mecanismos especiales de acción distintos al mencionado derecho de petición, como lo son -por ejemplo- aquellas dirigidas a poner en marcha el aparato judicial o a solicitar a un servidor público que cumpla sus funciones jurisdiccionales. Al respecto, la Corte ha sostenido que: 
“Cabe señalar de otra parte que el derecho de petición no cabe confundirlo con otros derechos, como el derecho de acción que tanto en materia administrativa como jurisdiccional sirve de fundamento a procedimientos específicos tendientes a asegurar su ejercicio.

(…) Sobre este punto finalmente no sobra precisar que si bien esta Corte ha señalado que la interposición de los recursos para agotar la vía gubernativa previstos en la ley, constituyen ejercicio del derecho de petición y presuponen, el deber para la administración, de resolverlos dentro del término previsto para el efecto, ello no significa que se pueda confundir el derecho de acción que sirve de fundamento a esos recursos con el derecho de petición propiamente dicho.
El derecho de petición es pues un derecho fundamental de naturaleza esencialmente política, que no subsume todas las actuaciones ante la administración, que no puede asimilarse con otros derechos como el derecho de acción, ni con otros procedimientos administrativos de naturaleza especial regulados en normas diferentes al Código Contencioso Administrativo, que como en el caso sub examine son objeto de leyes especiales, las que por lo demás, como pasa a explicarse, no pueden entenderse incorporadas a dicho Código.” (Subraya y negrilla fuera de texto)
En ese orden de ideas, la Corte ha admitido que el derecho de petición no es procedente para formular solicitudes que tienen sus propios instrumentos de definición en los procesos judiciales o aún, en los mismos trámites administrativos, como ocurre cuando se ejerce la potestad sancionadora del Estado. Específicamente y con relación a este asunto, esta Corporación ha establecido:

“a) El derecho de petición no procede para poner en marcha el aparato judicial o para solicitar a un servidor público que cumpla sus funciones jurisdiccionales, ya que esta es una actuación reglada que está sometida a la ley procesal. (…)

b) Dentro de las actuaciones ante los jueces pueden distinguirse dos. De un lado, los actos estrictamente judiciales y, de otro lado, los actos administrativos. Respecto de éstos últimos se aplican las normas que rigen la administración, esto es, el Código Contencioso Administrativo.
c) Por el contrario, las peticiones en relación con actuaciones judiciales no pueden ser resueltas bajo los lineamientos propios de las actuaciones administrativas, como quiera que “las solicitudes que presenten las partes y los intervinientes dentro de aquél [del proceso] en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que prevalecen las reglas del proceso.”
El Consejo de Estado con relación al mismo tópico ha manifestado lo siguiente:
“… Al respecto, se advierte que las solicitudes relacionadas con los procesos judiciales no tienen la naturaleza de derecho de petición, pues, el legislador ha establecido diferentes mecanismos para realizarlas. En consecuencia, en el trámite de un proceso judicial no es dable hacer uso del derecho de petición para solicitar que se hagan trámites que tienen un procedimiento propio, pues, se vulnerarían las formalidades que deben observar las partes, el juez y los terceros interesados en el proceso”. 

En este orden de ideas advierte este Juzgador que en el proceso de la referencia la Sociedad Minera Peláez Hermanos S.C.S funge como parte demandada y en la actualidad el proceso se encuentra en trámite de admitida. 

Teniendo en cuenta lo anterior, se ordena librar por Secretaría oficio comunicando la presente decisión a la peticionaria. 

NOTIFIQUESE

GERARDO HERNÁNDEZ QUINTERO

JUEZ
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